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47ª Reunión de la Comisión de Población y Desarrollo en Naciones Unidas 

 

DESAFÍOS PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA DE ACCIÓN DE CAIRO 
PARA LOS DERECHOS DE LAS MUJERES EN ARGENTINA 

El Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo representó un avance 
extraordinario para garantizar los derechos humanos, en especial los de las mujeres en todo el mundo. Esta 
agenda en base a los derechos comprometió a gobiernos se comprometieron a abordar las desigualdades 
de género de manera proactiva  para asegurar los derechos sexuales y reproductivos y erradicar la violencia 
de género.  A pesar de que el objetivo de lograr la igualdad de género está muy presente en la legislación 
argentina actualmente, los avances legislativos se adoptaron pero esto no se refleja en las realidades de las 
mujeres, especialmente las pobres, las jóvenes y aquellas que pertenecen a grupos marginalizados, como 
adolescentes, indígenas y lesbianas, bisexuales y trans.  

La Fundación para Estudio e Investigación de la Mujer ha estado trabajando para defender y promover los 
derechos sexuales y reproductivos en Argentina desde 1989 y desde esa tarea, celebra fervientemente el 
Programa de Acción.  Sin embargo, el principal déficit que enfrentamos es lograr su objetivo de proveer 
acceso universal a la salud sexual y reproductiva. Este objetivo continúa sin alcanzarse debido a una 
cantidad de fallas estructurales que limitan la posibilidad de brindar servicios de salud de alta calidad a 
mujeres y jóvenes en Argentina. Las políticas y los programas no se implementan o no se controlan lo 
suficiente, lo cual impide su alcance a aquellas comunidades que más lo necesitan, y esto resulta en 
brechas en la provisión de este servicio que varía según la geografía, la economía y el grupo étnico.  

Esta falla es evidente en el incumplimiento de la ley argentina 25.673 de 2002, que estableció el Programa 
Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable, que estipula la provisión de información y 
asesoramiento sobre anticonceptivos, el acceso gratuito a anticonceptivos en todos los centros de salud 
públicos también en todas las instituciones de salud privada; la prevención y atención de cáncer de cuello 
de útero; prevención y atención ante la violencia y servicios de VIH/SIDA y ETS. Esta ley fue fundamental 
para la implementación del Programa de Acción y se complementó en 2006 con la Ley Nacional 26.150 de 
educación sexual integral, creando el Programa Nacional de Educación Sexual Integral y la ley 26.130 sobre 
el derecho a anticoncepción quirúrgica. Esto último incluye la ligadura de trompas y la vasectomía. Ambas 
leyes no se implementaron por completo. La anticoncepción quirúrgica mostró evidencias de poco acceso, 
con problemas alarmantes en su aplicación universal a lo largo del país.  

A pesar del tiempo considerable y de la presión que ejercieron las organizaciones de la sociedad civil, como 
la Fundación para Estudio e Investigación de la Mujer, para instalar la salud reproductiva en la agenda, no 
se puso del todo en práctica según las especificaciones de la ley. A los y las adolescentes se les sigue 
negando su derecho a la educación sexual integral, que incluye información sobre salud sexual y la creación 
de capacidades que son cruciales para el desarrollo saludable, así como también los servicios de salud 
sexual y reproductiva. Aunque estos servicios deberían brindarse de manera uniforme y sin discriminación 
en todo el país, su calidad y alcance varían mucho a nivel subnacional. La implementación es despareja a lo 
largo del país y depende de los intereses y de la voluntad política de las autoridades provinciales, con 
niveles de capacitación del personal y eficacia limitada en el acceso a los servicios que varían. Los 
adolescentes registran dificultades generalizadas para acceder a la educación sexual integral y a los 
servicios cubiertos en el programa.  

Las repercusiones de la educación sexual integral inadecuada y de los servicios relacionados también se 
manifiestan en las estadísticas de o embarazos no deseados en Argentina, donde la tasa de fertilidad entre 
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adolescentes está en alza, con mayor notoriedad en las regiones más pobres al noreste y noroeste del país 
donde la tasa de fertilidad entre adolescentes es mucho más alta;  el Fondo de Población de Naciones 
Unidas (UNFPA) registró una tasa de 34 por 1.000 mujeres de entre 15 y 19 años en la Ciudad de Buenos 
Aires contra 80 por 1000 mujeres en las provincias de Chaco, Formosa, Misiones y Santiago del Estero en el 
norte. 

También es imperativo abordar la persistencia de la altas e inaceptables tasas de mortalidad materna, que 
socavan el compromiso del Programa de Acción a reducir la mortalidad materna y la disparidad entre los 
sectores sociales, así como también el Objetivo de Desarrollo del Milenio 5 para mejorar la salud materna. 
Incluso ante el evidente subregistro de las estadísticas nacionales, existe un claro retroceso en para la 
mortalidad materna. Según el Ministerio de Salud de Argentina, la razón de mortalidad materna para el 
2011 fue de 40 por cada 100.000 nacidos vivos, a pesar de que agencias internacionales como la 
Organización Mundial de la Salud (OMS), UNICEF y UNFPA indicaron que un subregistro generalizado de de 
abortos duplica la razón a casi el doble de la cifra oficial a 77 por cada 100.000 nacidos vivos. 

Para alcanzar el objetivo establecido, Argentina tenía la razón de mortalidad materna a 5,55% anualmente 
para el 2015, pero la razón oficial indica que la mortalidad materna terminará siendo tres veces más alta 
que el objetivo. Las complicaciones relacionadas con el aborto inseguro todavía son la primera causa 
obstétrica directa de la mortalidad materna. Por lo tanto, instamos a que urgentemente aborden las causas 
de la mortalidad materna, siendo la principal el aborto inseguro. El Programa de Acción insta a los países a 
considerar el impacto en la salud del aborto inseguro, y las condiciones en la región demandan dicha 
consideración; según la OMS, América Latina y el Caribe tienen la tasa regional de abortos inseguros más 
alta en el mundo, y sigue siendo la principal causa de mortalidad materna en Argentina. Registran casi 
60.000 admisiones en hospitales públicos cada año debido a las complicaciones relacionadas con el aborto 
inseguro. 

En Argentina, el acceso al aborto está clasificado en el artículo 86 del Código Penal como un delito, pero 
incluye dos excepciones en las que el aborto está permitido: para evitar el peligro de vida de la madre y 
cuando el embarazo sea producto de una violación. A pesar de estas excepciones, a las mujeres y niñas se 
les ha negado históricamente el aborto seguro y gratuito en entonos de salud públicos y privados, con 
crecientes obstáculos en las últimas tres o cuatro décadas y tuvieron que recurrir a la autorización legal 
para poder realizarlos; la criminalización del aborto influye en los médicos a la hora de realizar el 
procedimiento sin una autorización judicial, incluso cuando la ley lo permite.  

En 2012, la Corte Suprema  emitió una sentencia adicional sobre el aborto, en la que aclara que el aborto 
era legal en casos de violación y por la cual se instaba a las autoridades nacionales, provinciales y 
municipales a elaborar protocolos apropiados para la provisión del aborto legal y la atención integral de las 
víctimas de violencia sexual. A pesar de esta sanción, el Ministerio de Salud de la Nación no tomó acciones 
para difundir la política pública que podría asegurar el cumplimiento de este derecho. En ausencia  de una 
adecuada intervención del Ministerio de Salud nacional para corregir esta negligencia, existe gran 
variabilidad en el acceso entre las provincias. Las mujeres en la mayoría de las provincias no pueden 
practicarse aborto en sus propias provincias, como lo demuestran los casos reciente en Tucumán y Entre 
Ríos donde las mujeres se vieron obligadas a viajar grandes distancias para llegar a Buenos Aires y acceder a 
la atención del aborto que deberían haber recibido en sus provincias, lo que produjo retrasos y estrés 
innecesarios que pusieron en riesgo sus vidas y salud. 

Otro fenómeno que la Fundación para Estudio e Investigación de la Mujer ha combatido históricamente, y 
que refleja la brecha importante entre la legislación y su implementación, es la violencia de género. A pesar 
de que el Programa de Acción subraya la eliminación de la violencia de género como una piedra angular del 
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desarrollo, los números de América Latina y el Caribe siguen tambaleando. Según ONU Mujeres, de los 25 
países en el mundo que tienen una tasa de femicidio (asesinato de mujeres por género) alta o muy alta 
según el ranking de Naciones Unidas más de la mitad se encuentran en América.  

Como se señaló con respecto al acceso a la salud sexual y reproductiva, esta violencia persiste a pesar del 
marco regulatorio relativamente fuerte. Por ejemplo, incluso con la Ley  26.485 para Prevenir, Penalizar y 
Erradicar la Violencia contra las Mujeres (2009) y una modificación de 2012 del Código Penal que clasifica al 
femicidio como un homicidio agravado, un estudio de 2013 hecho por la sociedad civil reveló una mujer 
muere por violencia de género cada 35 horas  en Argentina. Esta brecha que persistente entre la legislación 
y su aplicación hace difícil que se ponga fin a esta tendencia actual en la violencia contra mujeres y niñas, y 
la misma, incluidas otras formas a veces desestimadas, como el abuso sexual y el acoso, persiste.  

Para abordar esta situación en Argentina y en contextos similares a través del mundo, la implementación 
del Programa de Acción de la CIPD debe continuar luego del 2015. Los gobiernos deben reafirmar la 
importancia del Programa de Acción y su potencial para mejorar sustancialmente la salud y el bienestar de 
las mujeres y niñas. Para ver la realización amplia de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres y 
niñas y su derecho a vidas libres de violencia, los gobiernos no deben considerar  al Programa de Acción 
como una plataforma que no se cumplió mientras preparan un nuevo plan de desarrollo. Al contrario, los 
objetivos delineados en la agenda deben incorporarse con especificidad y continuidad en la agenda de 
desarrollo de Post-2015. Un compromiso de construir a partir de la visión de Cairo, y no en lugar de, es 
esencial para que se logren todos los derechos humanos de las mujeres en el período post-2015.  
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